
i. Disposiciones generales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

3790 CONFLICTO positivo de competencia número 34/84, 
planteado por el Gobierno Vasco en relación con la 
Orden de 29 de julio de 1983 del Ministerio de Agri­
cultura, Pesca y Alimentación.

El Tribunal Constitucional por providencia de 31 de enero 
corriente ha admitido a trámite el conflicto positivo dé compe­
tencia registrado con el número 34/84, promovido por el Gobier­
no Vasco en relación con la Orden de 29 de julio de 1983, del 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, por la que 
se regula la concesión de autorizaciones para el riego de la 
vid en situaciones excepcionales.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 31 de enero de 1984.—El Secretario de Justicia.

3791 CONFLICTO positivo de competencia número 50/84, 
planteado por la Junta de Galicia en relación con 
Resolución de 14 de septiembre de 1983 de la Direc­
ción General de Asistencia Social (Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social).

El Tribunal Constitucional, por providencia da 1 de febrero 
actual, ha admitido a trámite el conflicto positivo de competen­
cia número 50/84, planteado por la Junta de Galicia trente 
al Gobierno de la nación, en relación con la Resolución de 14 
de septiembre de 1983, de la Dirección General de Asistencia 
Social (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social), por la que 
se convocan dotaciones económicas para contribuir a la finan­
ciación de programas de acción social.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 1 de febrero de 1984.—El Secretario de Justicia.

3792 CONFLICTO positivo de competencia número 77/84, 
promovido por el Gobierno de la nación contra el 
Gobierno Vasco.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 6 de febrero 
corriente, ha tenido por planteado conflicto positivo de compe­
tencia interpuesto por el Abogado del Estado en representación 
del Gobierno, y subsidiariamente la impugnación al amparo del 
Título V de la Ley Orgánica de este Tribunal, frente a la Comu­
nidad Autónoma Vasca, en relación con la actuación material de 
convocatoria e intervención del Gobierno Vasco o de otros ór­
ganos de dicha Comunidad Autónoma en las elecciones sindi­
cales de sus funcionarios públicos, así como contra el acto o 
actos de convocatoria e intervención implícita en tal actuación 
material, asi como, en su caso, contra los actos expresos de 
los que la misma traiga causa y contra la actividad de norma- 
ción que subyace en tales actos. Y se hace saber que en el 
mencionado conflicto se ha invocado por el Gobierno el artícu­
lo 161.2 de la Constitución, por lo que asimismo se ha acordado 
la suspensión de la vigencia de la actuación material de inter­
vención en las elecciones sindicales de los funcionarios públicos 
antes expresada, que están proyectadas para el día 9 de este 
mes de febrero, asi como el anuncio y publicidad de las elec­
ciones, entrega de censos electorales y constitución de mesas a 
tales fines, así como cualquier otro de ejecución de los mismos.

Por lo que de conformidad con lo establecido en el artícu­
lo 64.4 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 
Constitucional, se publica para general conocimiento.

Madrid, 6 de febrero de 1984.—El Presidente del Tribunal 
Constitucional, Manuel García-Pelayo y Alonso.

3793 RECURSO de inconstitucionalidad número 11/84, 
planteado por don Luis Fernández Fernández-Ma- 
drid, en su propio nombre y comisionado por 52 
Senadores más, contra determinados artículos de 
la Ley 2/1983, de la Generalidad Valenciana.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 1 de febrero 
actual, ha admitido a trámite el recurso de Ínconstitucionalidad 
número 11/84, planteado por don Luis Fernández Fernández-Ma- 
drid, en su propio nombre y comisionado por otros 52 Senadores 
más, contra los artículos 2, 4, 5, 8, párrafos l.º, 9.°, 10 y 12, pá­

rrafos 2.a y 3.° de la Ley 2/1983, de la Generalidad Valenciana, 
por la que se declaran de interés general para la Comunidad 
Valenciana determinadas funciones propias de las Diputaciones 
Provinciales, aprobada por las Cortes Valencianas en sesión 
plenaria celebrada el 28 de septiembre de 1983 y publicada en el 
«Diario Oficial de la Generalidad Valenciana» el 6 de octubre 
de 1983.

Lo que se publica para general conocimiento.
Madrid, 1 de febrero de 1984.—El Secretario de Justicia.

CORTES GENERALES

3794 RESOLUCION de 1 de febrero de 1984, del Congre­
so de los Diputados, por la que se ordena la pu­
blicación del acuerdo de convalidación del Real 
Decreto-ley 9/1983, de 28 de diciembre, para el apro­
vechamiento de los recursos hidráulicos escasos a 
consecuencia de la prolongada sequía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86, 2, de la 
Constitución, el Congreso de los Diputados, en su sesión del 
día l de febrero, acordó convalidar el Real Decerto-ley 9/1983, 
de 28 de diciembre, para el aprovechamiento de los recursos 
hidráulicos, escasos a consecuencia de la prolongada sequía.

Se ordena la publicación para general conocimiento.
Palacio del Congreso de los Diputados, 1 de febrero de 1984. 

El Presidente, Gregorio Peces-Barba Martínez.

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

3795 REAL DECRETO 3431/1983, de 28 de diciembre por 
el que se prorroga la aplicación del Real Decre­
to 2314/1982, de 30 de julio, por el que se regula 
el cobro de las deudas de las Corporaciones Loca­
les a la Mutualidad Nacional de Previsión de la 
Administración Local.

El articulo 23 de la Ley 44/1981, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1982, autorizó a la 
Administración del Estado para deducir, de las cantidades que 
debía transferir a las Corporaciones Locales, el importe de las 
deudas vencidas y no satisfechas, anteriores a 31 de diciembre 
de 1981, que las citadas Corporaciones tenían con la Mutualidad 
Nacional de Previsión de la Administración Local. Por su parte, 
la disposición adicional tercera de la Ley 9/1983, de 13 de julio, 
de Presupuestos Generales del Estado para 1983, vuelve a re­
petir la citada autorización, extendiéndola a la Administración 
del Estado y a las Diputaciones Forales del País Vasco y Nava­
rra y sin limitaciones en cuanto a la fecha de las deudas 
vencidas y no satisfechas.

En aplicación de la Ley 44/1981 se dictó el Real Decreto 2314/ 
1982, de 30 de julio, por el que se regula el cobro de las deudas 
de las Corporaciones Locales a la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local, cuyo articulo 9.°, por 
imperativo legal, limitaba su aplicación a las deudas vencidas 
antes de 31 de diciembre de 1982, y aunque la Ley 9/1983 auto­
riza a dictar un nuevo procedimiento, permite la aplicación 
del establecido en el Real Decreto 2314/1982, en tanto no se 
disponga lo contrario. Por todo ello resulta conveniente derogar 
el citado artículo 9.° del referido Real Decreto 2314/1982.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Economía y 
Hacienda y de Administración Territorial, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Minis­
tros en su reunión del día 28 de diciembre do 1983,

DISPONGO:

Articulo único —La retención del importe de las deudas ven­
cidas y no satisfechas que las Corporaciones Locales tengan 
con la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local con cargo a las cantidades que la Administración del



Estado o las Diputaciones Forales del País Vasco o de Navarra, 
en su caso, deban transferir a las citadas Corporaciones, bien 
directamente o bien a través del Fondo Nacional de Coopera­
ción Municipal, en concepto de participaciones en el mismo de 
ingresos propios o de participaciones o recargos en impuestos 
del Estado, que autoriza la disposición adicional tercera de la 
Ley 9/1983, de 13 de julio, se ajustará, con las especificaciones 
del presente Real Decreto, al procedimiento establecido en el 
Real Decreto 2314/1982, de 30 de julio, por el que se regula el 
cobro de las deudas de las Corporaciones Locales a la Mutua­
lidad Nacional de Previsión de la Administración Local, cual­
quiera que sea la fecha de vencimiento de dichas deudas.

DISPOSICION TRANSITORIA
Las Corporaciones Locales que hubiesen liquidado con déficit 

el presupuesto ordinario de 1982 podrán convenir libremente 
con la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de 
este Real Decreto, las condiciones de aplazamiento o fraccio­
namiento de las deudas de dicho ejercicio, aplicándose el pro­
cedimiento de retención en caso de incumplimiento del convenio 
o, cuando no se llegase a convenio alguno, en el período de 
tiempo antes expresado. En todo caso, el aplazamiento o frac­
cionamiento devengará el interés básico del Banco de España.

DISPOSICION DEROGATORIA
Quedan derogados el artículo 9.° del Real Decreto 2314/1982, 

de 30 de julio, y el artículo 4.° del Real Decreto 264/1979, de 
13 de febrero.

DISPOSICION FINAL
Por los Ministerios de Economía y Hacienda y de Adminis­

tración Territorial, conjunta o separadamente, en el ámbito de 
sus respectivas Competencias, podrán promulgarse las normas 
necesarias para la aplicación y desarrollo de lo establecido en 
el presente Real Decreto.

Dado en Baqueira Beret a 28 de diciembre de 1983.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,
JAVIER MOSCOSO DEL PRADO Y MUÑOZ

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

3796 RESOLUCION de 27 de enero de 1984, de la Secre
taría de Estado de Economía y Planificación, por 
la que se delegan en el Director general de Se­
guros determinadas atribuciones.

Establecida la nueva estructura del departamento de Eco­
nomía y Hacienda por el Real Decreto-ley 22/1982, de 7 de 
diciembre, que creó las Secretarías de Estado de Hacienda, 
Economía y Planificación y de Comercio, y por el Real De 
creto 3774/1982 de 22 de diciembre, que estableció la organiza­
ción básica del Ministerio, procede, por razones de eficacia en 
la gestión administrativa, delegar en el Director general de Se­
guros determinadas atribuciones, de conformidad con lo dis­
puesto en el artículo 22 de la Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado.

En su virtud esta Secretaria de Estado, previa aprobación 
del Ministerio de Economía y Hacienda, ha tenido a bien dis­
poner:

Primero.—Se delegan en el Director general de Seguros las 
siguientes atribuciones:

a) La autorización y disposición de los gastos ordinarios y 
de todos los gastos incluidos en el Programa de Inversiones 
Públicas y que sean propios de la Dirección General de Se­
guros, asi como la correspondiente facultad de contratación 
hasta el límite de 25 millones de pesetas

b) Las facultades de contratación referidas al Secretario de 
Estado de Economía y Planificación en la legislación de con­
tratos del Estado y del Patrimonio del Estado, con los mismos 
limites fijados en el apartado anterior.

c) El nombramiento de comisiones de servicio con derecho 
a dietas del personal que ocupe puestos de trabajo dependien­
tes de la Dirección General de Seguros.

d) La firma de los contratos de personal en régimen de 
derecho laboral y administrativo a puestos de trabajo depen­
dientes de la Dirección General de Seguros.

Segundo.—El ejercicio de las atribuciones delegadas en vir­
tud de la presente resolución se ajustará a lo dispuesto en 
la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado 
de 26 de julio de 1957 y en la de Procedimiento Administrativo 
de 17 de julio de 1958.

Madrid 27 de enero de 1984.—El Secretario de Estado de 
Economía y Planificación, Miguel Angel Fernández Ordóñez.

MINISTERIO
DE EDUCACION Y CIENCIA

3797 REAL DECRETO 3432/1983, de 14 de diciembre, por 
el que se modifica el artículo 5.° del Decreto 3150/ 
1967, de 7 de diciembre, por el que se aprueban 
los Estatutos de la Real Academia Nacional de 
Medicina.

Desde la aprobación de los primeros Estatutos de la Real 
Academia Nacional de Medicina por Real Cédula de 13 de sep­
tiembre de 1734, se han producido diversas modificaciones de 
los mismos a fin de adaptarlos a las necesidades de las distin­
tas épocas.

La Real Academia desea precisar los Estatutos vigentes, apro­
bados por Decreto 3150/1967, de 7 de diciembre, a fin de esta­
blecer que 30 como mínimo de sus miembros numerarios deben 
poseer el título de Doctor en medicina.

En su virtud, a instancias de la Real Academia Nacional 
de Medicina, con los informes favorables del Instituto de Es­
paña y del Consejo Nacional de Educación, a propuesta del 
Ministro de Educación y Ciencia y previa deliberación del Con­
sejo de Ministros en su reunión del día 14 de diciembre de 
1983,

DISPONGO:

Artículo único.—El párrafo segundo del articulo 5.° de los 
Estatutos de ia Real Academia Nacional de Medicina, aprobados 
por Decreto 3150/1967, de 7 de diciembre, quedará redactado 
del siguiente modo:

«Los Académicos de Número tendrán su residencia perma­
nente en Madrid, salvo en aquellos casos en los que por acuer­
do de la Corporación se dispense dicho requisito, y serán Doc­
tores en Medicina o en aquellas otras ciencias afines a que se 
refiera la vacante, y expresadas en la convocatoria. Lodos los 
cuales deberán poseer relevante prestigio científico y profesio­
nal por sus cargos, publicaciones o trabajos originales relativos 
a su carrera. Los Académicos Numerarios serán 40, de los que 
30 como mínimo tendrán el título de Doctor en Medicina, y los 
restantes, en Ciencias afines a la Medicina (Veterinaria, Far­
macia, Ciencias, etc.).»

Dado en Madrid a 14 de diciembre de 1983.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Educación v Ciencia,
JOSE MARIA MARAVAL HERRERO

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

3798 ORDEN de 3 de febrero de 1984 por la que se fijan 
los coeficientes aplicables para 1984 para determi­
nar las aportaciones al sostenimiento de los servi­
cios comunes y sociales a cargo de las Mutuas Pa­
tronales de Accidentes de Trabajo.

Ilustrísimos señores:

El Real Decreto 1245/1979. de 25 de mayo, en sus artículos 2.” 
y 4°, dispone que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
fijará en cada ejercicio económico los coeficientes aplicables 
para determinar el ingreso que deben efectuar las Mutuas Pa­
tronales de Accidentes de Trabajo y las Empresas que colaboran 
voluntariamente en la gestión, en concepto de aportaciones al 
sostenimiento de los servicios comunes de la Seguridad Social, 
así como de las restantes obligaciones a que se refiere el citado 
Real Decreto.

En su virtud, y de acuerdo con la disposición final primera 
del citado Real Decreto, este Ministerio dispone;

Artículo l.° 1. Las aportaciones de las Mutuas Patronales de 
Accidentes de Trabajo al sostenimiento de los servicios comunes 
y sociales de la Seguridad Social, a que se refiere el artículo 2.° 
del Real Decreto 1245/1979, de 25 de mayo, se determinarán 
aplicando el coeficiente de veinticuatro coma cuarenta por cien­
to (24,40 por 100).

2. Durante el periodo comprendido entre el 1 de enero y 
el 31 de diciembre de 1984, la Tesorería General de la Seguridad 
Social aplicará el coeficiente señalado en el número anterior


